ACCIÓN DE REPARACIÓN DIRECTA / RECURSO DE APELACIÓN CONTRA SENTENCIA / COMPETENCIA DEL CONSEJO DE ESTADO EN SEGUNDA INSTANCIA / COMPETENCIA POR RAZÓN DE LA CUANTÍA / PROCESO DE DOBLE INSTANCIA / PROCEDENCIA DE LA ACCIÓN DE REPARACIÓN DIRECTA / ATAQUE GUERRILLERO / DAÑO A BIEN INMUEBLE

Por ser la entidad demandada una entidad estatal, el asunto es de conocimiento de esta jurisdicción (art. 82 C.C.A.). Además, esta Corporación es competente, en razón del recurso de apelación interpuesto por la parte demandante en un proceso con vocación de segunda instancia, en los términos del Decreto 597 de 1988, dado que la cuantía de la demanda, determinada por el valor de la mayor de las pretensiones, que corresponde a la indemnización por concepto de perjuicios materiales en la modalidad de daño emergente, supera la exigida por la norma para el efecto. La acción de reparación directa instaurada (artículo 86 C.C.A.) es la procedente, por cuanto las pretensiones de la demanda están encaminadas a la declaratoria de responsabilidad de las entidades demandadas por los daños ocasionados durante los ataques guerrilleros que afectaron el inmueble de propiedad del señor.

FUENTE FORMAL: CÓDIGO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO - ARTÍCULO 82 / DECRETO 597 DE 1988 / CÓDIGO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO - ARTÍCULO 86

LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA / LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA POR ACTIVA / PROPIETARIO DE BIEN INMUEBLE / BIEN INMUEBLE / PROPIETARIO

Constata la Sala que la propiedad del bien afectado, para la época de los hechos se encontraba en cabeza del señor (…), por tanto, cuenta con legitimación en la causa, para solicitar el resarcimiento de los daños ocasionados al mismo. 

CADUCIDAD DE LA ACCIÓN DE REPARACIÓN DIRECTA / TÉRMINO DE CADUCIDAD DE LA ACCIÓN DE REPARACIÓN DIRECTA / CÓMPUTO DEL TÉRMINO DE CADUCIDAD DE LA ACCIÓN DE REPARACIÓN DIRECTA / ATAQUE GUERRILLERO / HECHO DAÑOSO / OCURRENCIA DEL HECHO DAÑOSO / INEXISTENCIA DE CADUCIDAD DE LA ACCIÓN

En el presente asunto se pretende la declaratoria de responsabilidad de las entidades demandadas, por los daños ocasionados al inmueble del señor (…) como consecuencia de los ataques guerrilleros. (…) Teniendo en cuenta el informe rendido por el Departamento de Policía de Arauca, existe reporte de incursiones guerrilleras en el municipio de Cravo Norte (…), por tanto, como la demanda fue impetrada (…) dentro de los dos años contados a partir del día siguiente del acaecimiento de los hechos, la acción no estaría caducada en los términos del artículo 136 del Código Contencioso Administrativo.

PRESUPUESTOS DE IMPUTACIÓN DE LA RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO / REITERACIÓN DE LA JURISPRUDENCIA / RESPONSABILIDAD EXTRACONTRACTUAL DEL ESTADO / RÉGIMEN DE RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO / TÍTULO DE IMPUTACIÓN DE RESPONSABILIDAD DEL ESTADO / CRITERIO DEL JUEZ / FACULTAD DISCRECIONAL DEL JUEZ / DISCRECIONALIDAD DEL JUEZ / DERECHO DE DAÑOS / DEBERES DE JUEZ / FACULTADES DEL JUEZ / ARGUMENTACIÓN JURÍDICA

En cuanto a la imputabilidad del daño a la administración, es pertinente poner de presente que en reciente pronunciamiento, la Sección Tercera del Consejo de Estado en pleno señaló que, así como la Constitución Política de 1991 no privilegió ningún régimen de responsabilidad extracontractual en particular, tampoco podía la jurisprudencia establecer un único título de imputación a aplicar a eventos que guarden ciertas semejanzas fácticas entre sí, ya que este puede variar en consideración a las circunstancias particulares acreditadas dentro del proceso y a los parámetros o criterios jurídicos que el juez estime relevantes dentro del marco de su argumentación. (…) Así las cosas, de conformidad con la jurisprudencia citada, no todos los casos en los que se discuta la responsabilidad del Estado por daños derivados de un supuesto de hecho que guarde semejanzas tengan que resolverse de la misma forma pues, se insiste, el juez puede -en cada caso concreto- válidamente considerar que existen razones tanto jurídicas como fácticas que justifican la aplicación de un título o una motivación diferente.

NOTA DE RELATORÍA: Sobre la imputación del daño ver sentencia de 19 de abril de 2012, Exp. 21515, C.P. Hernán Andrade Rincón y sentencia de 23 de agosto de 2012, Exp. 23219, C.P. Hernán Andrade Rincón.

APLICACIÓN DE LA TEORÍA DEL RIESGO EXCEPCIONAL / ELEMENTOS DE LA RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO POR RIESGO EXCEPCIONAL / REQUISITOS DE LA RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO POR RIESGO EXCEPCIONAL / TEORÍA DEL RIESGO EXCEPCIONAL / DESTRUCCIÓN DE INMUEBLE POR ENFRENTAMIENTOS CON LA GUERRILLA / RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO POR DAÑOS OCASIONADOS EN EJERCICIO DE ACTIVIDAD LEGÍTIMA / DAÑO CAUSADO A LA PROPIEDAD, A LA POSESIÓN O A LA TENENCIA / RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO POR RIESGO EXCEPCIONAL / DEBER DE PROTECCIÓN DEL ESTADO / ALCANCE DEL DEBER DE PROTECCIÓN DEL ESTADO / GRUPO ARMADO AL MARGEN DE LA LEY / ACTIVIDAD GUERRILLERA / ATAQUE GUERRILLERO

El título de imputación base para el análisis de la responsabilidad estatal, en eventos de daños causados a civiles, con ocasión de enfrentamientos armados entre la fuerza pública y grupos armados ilegales, ha sido el de riesgo excepcional. Este, en reiteradas ocasiones ha dicho la jurisprudencia de esta Corporación, se configura por cuanto los agentes del Estado participan y propician la causación del daño, es decir, en desarrollo de la actividad legítima de “defensa de la soberanía, la independencia, la integridad del territorio nacional y del orden constitucional”, al exponer a la comunidad a una situación de peligro que, una vez se concreta, genera responsabilidad en la administración al ser una carga excesiva, grave y anormal que no tienen por qué asumir los ciudadanos. La imputación de responsabilidad estatal por riesgo excepcional ha predominado en los casos de ataques perpetrados por grupos armados al margen de la ley contra bienes o instalaciones representativos del Estado en el marco del conflicto armado interno y, específicamente, contra cuarteles militares o estaciones de policía, sea que la fuerza pública reaccione o no violentamente con el fin de repeler la agresión.

NOTA DE RELATORÍA: Sobre la responsabilidad patrimonial del estado por daños ocasionados en ejercicio de actividad legítima, ver sentencias del 22 de junio de 2011, Exp. 20150, C.P. Ruth Stella Correa Palacio, sentencia del 20 de mayo de 2004, Exp. 14405, C.P. Ramiro Saavedra Becerra, sentencia del 24 de abril de 1991, Exp. 6110, C.P. Policarpo Castillo Dávila, sentencia del 29 de octubre de 2012, Exp. 18472, C.P. Danilo Rojas Betancourth, sentencia del 30 de enero de 2013, Exp. 22325, C.P. Danilo Rojas Betancourth, sentencia del 26 de julio de 2012, Exp. 23892, C.P. Stella Conto Díaz del Castillo, sentencia del 14 de julio de 2004, Exp. 14592, C.P. Alier Eduardo Hernández Enríquez, y sentencia del 18 de octubre de 2000, Exp. 11834, C.P. Alier Eduardo Hernández Enríquez.

RESPONSABILIDAD DEL ESTADO POR HECHO DE TERCERO / APLICACIÓN DE LA TEORÍA DEL RIESGO EXCEPCIONAL / ELEMENTOS DE LA RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO POR RIESGO EXCEPCIONAL / RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO POR DAÑOS OCASIONADOS EN EJERCICIO DE ACTIVIDAD LEGÍTIMA / DEBER DE PROTECCIÓN DEL ESTADO / ALCANCE DEL DEBER DE PROTECCIÓN DEL ESTADO / GRUPO ARMADO AL MARGEN DE LA LEY / ACTIVIDAD GUERRILLERA / ATAQUE GUERRILLERO

En estos casos, la atribución de responsabilidad no se sustenta en la existencia de una acción u omisión reprochable del Estado, sino en la producción de un daño que, “si bien es causado por un tercero, surge por la realización de un riesgo excepcional, creado conscientemente por ésta, en cumplimiento de sus funciones. Y es la excepcionalidad del riesgo lo que hace evidente la ruptura del equilibrio frente a las cargas públicas y posibilita el surgimiento de la responsabilidad patrimonial del Estado”. Así las cosas, el riesgo que se genera por la presencia de un establecimiento representativo del Estado en medio de un conflicto armado, y su concreción en la causación de un daño a una persona ajena a los grupos enfrentados, independientemente de quien haya ocasionado el daño, es la razón de la responsabilidad estatal.

NOTA DE RELATORÍA: Sobre la teoría del riesgo excepcional, ver sentencia de 10 de agosto de 2000, Exp. 11585, C.P. Alier Eduardo Hernández y sentencia del 28 de junio de 2006, Exp. 16630, C.P. Ruth Stella Correa Palacio.

CAUSALES DE EXIMENTES DE RESPONSABILIDAD EXTRACONTRACTUAL DEL ESTADO / CAUSA EXTRAÑA / HECHO DE UN TERCERO / CULPA DE LA VÍCTIMA / CULPA EXCLUSIVA DE LA VÍCTIMA / HECHO IRRESISTIBLE / IRRESISTIBILIDAD / IRRESISTIBILIDAD DE LA CAUSA EXTRAÑA / IRRESISTIBILIDAD DEL HECHO DEL TERCERO / IMPREVISIBILIDAD / IMPREVISIBILIDAD DE LA CAUSA EXTRAÑA / IMPREVISIBILIDAD DEL HECHO DEL TERCERO / CAUSA EFICIENTE DEL DAÑO / CAUSA GENERADORA DEL DAÑO

A la administración le es posible exonerarse de responsabilidad sólo si se acredita que la causa del daño fue de manera exclusiva y determinante el hecho de la víctima, el hecho de un tercero o la constitución de una fuerza mayor. Las causales que exoneran de responsabilidad deben tener las características de ser irresistibles e imprevisibles. Ser irresistible es la imposibilidad del obligado de llevar a cabo el comportamiento esperado y la imprevisibilidad ocurre cuando no es posible contemplar por anticipado su ocurrencia, esto es, que el acontecimiento sucedió de manera súbita y repentina. 

CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS / FALLOS DE LA CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS / CONFLICTO ARMADO INTERNO / DAÑO CAUSADO EN EL MARCO DE UN CONFLICTO ARMADO INTERNO / OMISIÓN DE MEDIDAS DE PROTECCIÓN A LA POBLACIÓN CIVIL / ALCANCE DEL DEBER DE PROTECCIÓN DEL ESTADO / DEBER DE CUSTODIA, VIGILANCIA Y CUIDADO / MEDIDAS DE PROTECCIÓN / FUERZAS MILITARES / PRESERVACIÓN DEL ORDEN PÚBLICO / RESTABLECIMIENTO DEL ORDEN PÚBLICO / POSICIÓN DE GARANTE DEL ESTADO RESPECTO DE PERSONAS EXPUESTAS A RIESGO EXTRAORDINARIO / OBLIGACIÓN POSITIVA DEL ESTADO DE GARANTIZAR LOS DERECHOS DE LOS CIUDADANOS / OBLIGACIONES POSITIVAS DEL ESTADO

La jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha señalado que en situaciones de conflicto armado las obligaciones de adoptar medidas positivas de protección y prevención, adquieren un carácter superlativo, por lo que su inobservancia puede comprometer la responsabilidad internacional del Estado, tal como lo ha señalado la Corte Interamericana de Derechos Humanos. En efecto, debido a que en estos casos las personas enfrentan un riesgo real de sufrir amenazas o vulneraciones de sus derechos humanos, el Estado asume una posición especial de garante que lo obliga a ofrecer una protección efectiva a la población civil y a adoptar todas las medidas a su alcance para evitar o conjurar situaciones de peligro razonablemente previsibles.

DESTRUCCIÓN DE INMUEBLE POR ENFRENTAMIENTOS CON LA GUERRILLA / ACTIVIDAD GUERRILLERA / ATAQUE GUERRILLERO / TOMA GUERRILLERA / TOMA GUERRILLERA DE LA ESTACIÓN DE POLICÍA / RIESGO PREVISIBLE / PREVISIBILIDAD DEL DAÑO / POSICIÓN DE GARANTE DEL ESTADO RESPECTO DE PERSONAS EXPUESTAS A RIESGO EXTRAORDINARIO / DEBER DE CUSTODIA, VIGILANCIA Y CUIDADO / APLICACIÓN DE LA TEORÍA DEL RIESGO EXCEPCIONAL / RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO POR DAÑOS OCASIONADOS EN EJERCICIO DE ACTIVIDAD LEGÍTIMA / DAÑO CAUSADO A LA PROPIEDAD, A LA POSESIÓN O A LA TENENCIA / RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO POR RIESGO EXCEPCIONAL / RESPONSABILIDAD DEL ESTADO POR HECHO DE TERCERO

En el presente caso, todos los testimonios son coincidentes en afirmar que los ataques guerrilleros se dirigieron contra de la estación de policía y que el inmueble de propiedad del señor (…) resultó afectado por encontrarse cerca de dicha edificación. (…) En vista de lo anterior, para la Sala es claro que el inmueble objeto de la demanda, resultó afectado por encontrarse junto a la estación de policía. Por tanto, concluye que no se trató de un ataque indiscriminado hacia la población del municipio de Cravo Norte, sino de uno específico contra la Policía Nacional. Esta situación se ajusta a los parámetros que ha establecido la jurisprudencia de esta Corporación para derivar la responsabilidad estatal por el hecho de un tercero, bajo la óptica del riesgo excepcional, debido a que el objetivo del ataque guerrillero fue una edificación representativa de la administración, riesgo que se concretó en la materialización del daño. Por esta razón la Sala revocará la sentencia impugnada.

DAÑO EMERGENTE / INDEMNIZACIÓN DEL PERJUICIO MATERIAL POR DAÑO EMERGENTE / INDEMNIZACIÓN POR DAÑO EMERGENTE / NEGACIÓN DEL DAÑO EMERGENTE / NIEGA EL RECONOCIMIENTO DE PERJUICIOS MATERIALES EN LA MODALIDAD DE DAÑO EMERGENTE / BIEN INMUEBLE / DESTRUCCIÓN DE INMUEBLE POR ENFRENTAMIENTOS CON LA GUERRILLA / CERTIFICADO DE LIBERTAD Y TRADICIÓN / MATRÍCULA INMOBILIARIA / PROPIEDAD DE BIEN INMUEBLE / CELEBRACIÓN DE CONTRATO DE COMPRAVENTA / 

Para efectos de liquidar la indemnización por perjuicios materiales, advierte la Sala que la demanda señala como daño emergente el detrimento patrimonial ocasionado por la destrucción del inmueble, la pérdida de los enseres y muebles que se encontraban al interior de la vivienda, así como los utensilios que constituían el establecimiento comercial “El Oasis”. Por lo anterior, de acuerdo con el material probatorio obrante en el expediente, se estudiará de manera separada la existencia de dichos perjuicios. Teniendo en cuenta que uno de los propósitos de la demanda de reparación directa presentada por el señor (…) es obtener el resarcimiento de la pérdida material del bien inmueble destruido durante los ataques guerrilleros acaecidos en el municipio de Cravo Norte, Arauca, y que de acuerdo con el respectivo certificado de tradición y libertad de matrícula inmobiliaria, el demandante, quien para le época de los hechos figuraba como propietario del mencionado bien, celebró un contrato de compraventa con el departamento de Arauca por el valor comercial del inmueble, considera la Sala que el perjuicio se encuentra resarcido, por tanto, no reconocerá este monto como indemnización por daño emergente.

DAÑO EMERGENTE / INDEMNIZACIÓN DEL PERJUICIO MATERIAL POR DAÑO EMERGENTE / INDEMNIZACIÓN POR DAÑO EMERGENTE / CONDENA EN ABSTRACTO / INCIDENTE DE LIQUIDACIÓN DE LA CONDENA / INCIDENTE DE LIQUIDACIÓN DE PERJUICIOS / PÉRDIDA DE BIEN MUEBLE / PRUEBA DEL DAÑO EMERGENTE / RECONOCIMIENTO DEL DAÑO EMERGENTE / RECONOCIMIENTO DEL PERJUICIO MATERIAL EN LA MODALIDAD DE DAÑO EMERGENTE / CARGA DE LA PRUEBA / APORTE DE LA PRUEBA

[L]a Sala dará aplicación a lo previsto en el artículo 172 del C.C.A., y condenará en abstracto a la Nación-Ministerio de Defensa Nacional, Policía Nacional al pago de este perjuicio, debido a que no existen elementos probatorios que indiquen la destrucción total de los enseres mencionados en el dictamen, ya que en este solamente se tiene en cuenta el valor comercial aproximado de diferentes bienes muebles, así como un listado del inventario de utensilios del establecimiento comercial, sin tener certeza sobre la ocurrencia de una pérdida total de los mismos. La liquidación deberá hacerse mediante el trámite incidental previsto en el artículo 137 del C.P.C., con base en un dictamen técnico que, a partir de las pruebas documentales que deben aportar los solicitantes -libros o actas de contabilidad, recibos de compra de tales productos y, en general, aquellos que acrediten los gastos efectuados por ese concepto-, establezca el valor total de los muebles y demás enseres perdidos.

FUENTE FORMAL: CÓDIGO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO - ARTÍCULO 172 / CÓDIGO DE PROCEDIMIENTO CIVIL - ARTÍCULO 137

INDEMNIZACIÓN DEL LUCRO CESANTE / INDEMNIZACIÓN DEL PERJUICIO MATERIAL POR LUCRO CESANTE / RECONOCIMIENTO DEL LUCRO CESANTE / RECONOCIMIENTO DEL PERJUICIO MATERIAL EN LA MODALIDAD DE LUCRO CESANTE / SALARIO BASE PARA LA LIQUIDACIÓN DEL LUCRO CESANTE / ESTABLECIMIENTO DE COMERCIO / PÉRDIDA DE ESTABLECIMIENTO DE COMERCIO / CIERRE DEL ESTABLECIMIENTO DE COMERCIO / CIERRE DEL ESTABLECIMIENTO DE COMERCIO POR EVASIÓN / CIERRE TEMPORAL DEL ESTABLECIMIENTO DE COMERCIO / DESTRUCCIÓN DE ESTABLECIMIENTO DE COMERCIO

Es necesario aclarar que el objeto de indemnización en sede contencioso administrativa en la modalidad de lucro cesante, son las ganancias patrimoniales dejadas de percibir como consecuencia del daño causado, imputado a la administración. En el caso de un establecimiento de comercio, el lucro cesante son las ganancias dejadas de percibir, debido a que la destrucción del inmueble impidió la continuación de las labores comerciales. (…) [D]e acuerdo con la jurisprudencia, se reconocerá una suma razonable por el tiempo en que se considera que el negocio entraría nuevamente en funcionamiento, con base en el salario mínimo legal mensual vigente para la época en que ocurrieron los hechos. Así las cosas, se encuentra probado que el establecimiento comercial se trasladó como consecuencia de los ataques guerrilleros que destruyeron el inmueble donde funcionaba, por lo anterior se reconocerá el lucro cesante de 6 meses contados a partir de la fecha de ocurrencia de los hechos, en consideración a que es un término razonable para reanudar su actividad comercial. Para efectos de realizar la liquidación del monto a indemnizar, se tomará como referencia el salario mínimo legal vigente actual.

NOTA DE RELATORÍA: Sobre la indemnización del lucro cesante ver sentencia de 4 de junio de 2012, Exp. 22772, C.P. Danilo Rojas Betancourth, sentencia del 31 de agosto de 2006, Exp. 19432, C.P. Ruth Stella Correa, sentencia del 25 de febrero de 1999, Exp. 14655, C.P.  Ricardo Hoyos Duque, sentencias de 25 de febrero de 1999, Exp. 14655, C.P. Ricardo Hoyos Duque y sentencia de 12 de septiembre de 2002, Exp. 13395, C.P. Ricardo Hoyos Duque y sentencia de 11 de mayo de 2006, Exp. 14694, C.P. Ramiro Saavedra Becerra.

PERJUICIO MORAL POR PÉRDIDA DE BIEN MATERIAL / APLICACIÓN DE LA JURISPRUDENCIA / INDEMNIZACIÓN DEL PERJUICIO MORAL / PRUEBA DEL DAÑO MORAL / PRUEBA DEL PERJUICIO MORAL / AUSENCIA DE PRUEBA / IMPROCEDENCIA DEL RECONOCIMIENTO DEL PERJUICIO MORAL / INCUMPLIMIENTO DE CARGA DE LA PRUEBA

Respecto del reconocimiento de indemnización por los perjuicios morales solicitados por la parte actora, advierte la Sala que no se encuentra demostrado el sufrimiento o aflicción sufrido por los demandantes con la destrucción de los inmuebles, En relación con el dolor moral que pueda generar la pérdida de los bienes materiales, la jurisprudencia de la Sala considera que ese daño sí es susceptible de reparación, pero como sucede en relación con los demás daños por los cuales se solicite indemnización, siempre habrá que acreditar su ocurrencia. (…) Así las cosas, se encuentra que la jurisprudencia de la Sala ha considerado que el daño moral es susceptible de reparación, en la medida en que resulte plenamente acreditado, sin embargo, del acervo probatorio obrante en el expediente no se concluye que los demandantes hayan sufrido un daño moral por la pérdida del bien inmuebles del señor (…), como tampoco un desarraigo o dolor moral por la destrucción física del mismo. 

NOTA DE RELATORÍA: Sobre el daño moral en casos de ataques guerrilleros ver sentencia del 24 de septiembre de 1987, Exp. 4039, C.P. Jorge Valencia Arango, sentencia de 13 de mayo de 2004, Exp. AG-52001-23-31-000-2002-00226-01, C.P. Ricardo Hoyos Duque y sentencia de 21 de marzo de 2012, Exp. 24250, C.P. Ruth Stella Correa Palacio.

RESPONSABILIDAD DE LA POLICÍA NACIONAL / DESTRUCCIÓN DE INMUEBLE POR ENFRENTAMIENTOS CON LA GUERRILLA / ACTIVIDAD GUERRILLERA / ATAQUE GUERRILLERO / TOMA GUERRILLERA / TOMA GUERRILLERA DE LA ESTACIÓN DE POLICÍA

La anterior indemnización de perjuicios se hará con cargo al presupuesto de la Policía Nacional, por cuanto los hechos que dieron origen a la demanda fueron perpetrados por esta entidad. Así las cosas, advierte la Sala que no es posible realizar un juicio de responsabilidad que comprometa el patrimonio del Ejército Nacional, puesto que la Nación no actuó a través de esa dependencia para dar origen a los hechos aludidos en la demanda como causantes del daño.

NOTA DE RELATORÍA: Sentencia con aclaración de voto de la honorable consejera Stella Conto Díaz del Castillo.
CONSEJO DE ESTADO

SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

SECCIÓN TERCERA

SUBSECCIÓN B

Consejero ponente: RAMIRO DE JESÚS PAZOS GUERRERO

Bogotá D. C., veinte (20) de febrero de dos mil catorce (2014)

Radicación número: 07001-23-31-000-2000-00207-01(28710)

Actor: ANGEL FIDEL VESCANCE Y OTROS

Demandado: NACIÓN - MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL - POLICÍA NACIONAL

Referencia: ACCIÓN DE REPARACIÓN DIRECTA
Decide la Sala el recurso de apelación interpuesto por la parte actora en contra de la sentencia proferida por el Tribunal Administrativo de Arauca, el 9 de julio de 2004, mediante la cual se negaron las súplicas de la demanda. La sentencia recurrida será revocada.

SÍNTESIS DEL CASO
El 19 de abril y 8 de julio de 1999, y el 16 de enero de 2000, en el municipio de Cravo Norte, Arauca, se presentaron varios ataques guerrilleros. El señor Ángel Fidel Vescance reclama indemnización por los perjuicios ocasionados al inmueble de su propiedad, como consecuencia de dichos enfrentamientos armados.
ANTECEDENTES

I. Lo que se demanda

1. Mediante escrito presentado ante el Tribunal Administrativo de Arauca, el 25 de mayo de 2000, por intermedio de apoderado judicial y en ejercicio de la acción de reparación directa establecida en el artículo 86 del Código Contencioso Administrativo, Ángel Fidel Vescance, Juana Casilda Flórez  en nombre propio y representación de su hijo menor Juan Carlos Martínez, Jorge José Miller Guarnizo en nombre propio y representación de su hijo menor Edwin Andrés Miller Flórez, formularon demanda para que se declarara la responsabilidad de la Nación-Ministerio de Defensa-Ejército Nacional y la Nación-Ministerio de Defensa-Policía Nacional, por la destrucción total del inmueble de propiedad del señor Ángel Fidel Vescance, ubicado en la calle 2ª con carrera 5ª del municipio de Cravo Norte, Arauca, con motivo de las tomas guerrilleras ocurridas en el municipio de Cravo Norte, departamento de Arauca, los días 13 de abril de 1998, 19 de abril y 8 de julio de 1999, y 16 de enero de 2000 (f.1-23, c. 1).
2. Por lo anterior, se formularon las siguientes peticiones:
PRIMERA: Se declare que la NACIÓN COLOMBIANA, EL MINISTERIO DE DEFENSA, LAS FUERZAS ARMADAS DE COLOMBIA, y LA POLICÍA NACIONAL DE COLOMBIA, son administrativamente responsables; y deben responder patrimonialmente, por los daños y perjuicios materiales y morales que sufrieron mis mandantes como consecuencia de la destrucción total de su vivienda y el establecimiento comercial en donde funcionaba la panadería y refresquería “El Oasis” de propiedad de ÁNGEL FIDEL VESCANCE CERMEÑO, la primera y JORGE JOSÉ MILLER Y JUANA CASILDA FLOREZ, la segunda, inmueble ubicado en la calle 2 con carrera 5 de Cravo Norte (Arauca), hechos ocurridos a raíz de las tomas guerrilleras de que fuera objeto la población de Cravo Norte los días trece (13) de abril de 1998, diecinueve (19) de abril de 1999, y el ocho (8) de julio de 1999 y el 16 de enero del 2000.

SEGUNDA: se condene a la NACIÓN COLOMBIANA, AL MINISTERIO DE DEFENSA, A LAS FUERZAS ARMADAS DE COLOMBIA y a la POLICÍA NACIONAL DE COLOMBIA, al pago de la suma de CIENTO DIECINUEVE MILLONES SETECIENTOS TRES MIL PESOS ($119.703.000) M/CTE, suma de dinero que deberá ser indexada al momento de la sentencia con el IPC (índice de precios al consumidor) que certifique el DANE, como indemnización pecuniaria por los perjuicios materiales recibidos en los hechos citados en la pretensión primera.

TERCERA. Se condene a la NACIÓN COLOMBIANA, AL MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL, A LAS FUERZAS ARMADAS DE COLOMBIA y a la POLICÍA NACIÓNAL DE COLOMBIA, al pago de una suma de dinero equivalente a un mil (1.000) gramos oro, para cada una de las siguientes personas: ÁNGEL FIDEL VESCANCE CERMEÑO, JUANA CASILDA FLOREZ Y JORGE JOSÉ MILLER, y los menores de estos últimos, JUAN CARLOS MARTÍNEZ Y EDWIN ANDRES MILLER FLOREZ, al precio que al momento de la sentencia certifique el BANCO DE LA REPÚBLICA para el gramo de oro fino, como indemnización pecuniaria por los perjuicios morales recibidos por mis poderdantes en los hechos arriba enunciados (…) (sic).

3. Mediante escrito de 11 de septiembre de 2000, la parte actora adicionó la demanda para incluir como demandante a Gloria Isabel Benavides quien, se afirma en el escrito, es la esposa de Ángel Fidel Vescance y actúa en nombre propio y representación de la menor Bárbara Patricia Vescance Benavides. Afirmó que la señora Benavides de Vescance fue quien celebró el contrato de arrendamiento con el señor Jorge José Miller sobre el inmueble ubicado en la carrera 5 con calle 2, por tanto, solicitó que le sean reconocidos los cánones de arrendamiento como perjuicio material en la modalidad de lucro cesante, por el periodo comprendido entre el 14 de abril de 1998 hasta el 13 de mayo del 2000, así como la indemnización por perjuicios morales sufridos por  Gloria Isabel Benavides y Bárbara Patricia Vescance Benavides.
4. En la adición de la demanda se especificaron los perjuicios materiales así:
Para ÁNGEL FIDEL VESCANCE, el valor del inmueble que le fue destruido, ubicado en la esquina de la carrera 5 con calle 2 del Municipio de Cravo Norte, la cual para su reconstrucción fue valorada en diligencia de inspección judicial en la suma de                $57.703.000

Para GLORIA ISABEL BENAVIDES DE VESCANCE, el valor de los cánones de arrendamientos dejados de percibir los cuales a razón de $500.000 mensuales suman la cantidad de

       $12.500.000

Para JORGE JOSÉ MILLER, se le deben reconocer las utilidades dejadas de percibir por el negocio de panadería y refresquería “El Oasis” del cual era propietario por 25 meses, a razón de $1.500.000 mensuales de acuerdo al dictamen pericial rendido en la inspección judicial practicada como prueba por el juzgado promiscuo municipal del Cravo Norte.

                                                            $37.500.000

Y por los daños causados a los muebles de su propiedad. Los cuales fueron evaluados por la suma de    

                $12.000.000

TOTAL A RECONOCER A JORGE JOSÉ MILLER            $49.500.000

SUMA TOTAL DE PERJUICIOS MATERIALES               $119.703.000 

PERJUICIOS MORALES:

Para GLORIA ISABEL BENAVIDES DE VESCANCE.        Un mil (1.000) gramos oro

Para BARBARA PATRICIA VESCANCE BENAVIDES.     Un mil (1.000) gramos oro

II. Trámite procesal
5. La Nación- Ministerio de Defensa-Policía Nacional en escrito de contestación de la demanda argumentó que para que se pueda declarar administrativamente responsable al Estado, es necesaria la existencia de una falla en la prestación de un servicio, un daño a un bien jurídicamente protegido, y una relación de causalidad entre éstos; además, afirmó que para que surja la obligación indemnizatoria, el daño debe haber sido producido por una acción u omisión que le sea imputable a la administración, lo cual debe ser demostrado por el accionante durante el proceso. Adujo que en el sub examine se encuentra configurada una causal de exoneración de responsabilidad consistente en el hecho de un tercero, lo cual rompe el nexo de causalidad requerido para imputarle responsabilidad a la entidad. Manifestó la configuración del fenómeno de caducidad de la acción, puesto que a partir de la ocurrencia de los hechos, a saber, el 13 de abril de 1998, hasta presentación de la demanda, el 25 de mayo de 2001, ya se encontraba vencido el plazo de dos años que estipula el artículo 136 del C.C.A., para interponer acción de reparación directa (f. 124-126, c. 1). 

6. Con argumentos similares la Nación-Ministerio de Defensa-Ejército Nacional contestó la demanda. Afirmó que para endilgarle responsabilidad al Estado deben concurrir: una falla, un daño y un nexo causal entre estos, sin embargo, en el presente caso está claro que el daño fue ocasionado por “miembros del ELN”, y que la fuerza pública cumplió con su deber constitucional de proteger la vida de los ciudadanos, por tanto, se constituye un eximente de responsabilidad consistente en el hecho de un tercero. Realizó un recuento jurisprudencial donde se menciona, la obligación que tiene la parte actora de demostrar la falla en el servicio en que hubiere incurrido el Estado, y además, que la aplicación de un título de imputación como el daño especial no es posible en casos en los que el daño provenga de un acto terrorista, pues este constituye una causa extraña. Finalmente manifestó su oposición al reconocimiento de perjuicios morales, pues “la pérdida de bienes materiales no puede ser objeto de tal reparación ya que las personas no se pueden dejar poseer por las cosas” (f. 150 .c.1).
7. El Tribunal Contencioso Administrativo de Arauca profirió sentencia de primera instancia el 9 de julio de 2004, mediante la cual negó las pretensiones de la demanda. Afirmó, que la parte actora no logró comprobar que los daños que sufrió el inmueble del señor Ángel Fidel Vescance fueran causados directamente por los integrantes del Ejército o de la Policía Nacional, por lo que no es posible endilgarle la responsabilidad de resarcir los perjuicios a dichas entidades. Agregó, que los ataques perpetrados por el grupo guerrillero en el municipio de Cravo Norte, fueron dirigidos de manera indiscriminada hacia toda la población, pues resultaron afectadas las edificaciones de la iglesia, la alcaldía y 15 viviendas más de la zona central del mencionado municipio. Por lo anterior, concluyó:

(…) hasta repugna al fallador condenar al Estado en casos semejantes cuando los agentes del orden a más de tener que exponer sus vidas para defender un poblado tengan que cargar con una condena que si bien les advierte que actuaron legítimamente, les obliga a pagar por los daños. En conclusión que hasta la lógica rechaza al crearse un doble ataque a la institucionalidad: por un lado los grupos insurgentes atacan indiscriminadamente y para remate de su acción los jueces hacen responsable patrimonialmente al atacado, y sin que pueda decirse que el Estado permanezca indiferente ante el dolor o la miseria de sus ciudadanos pues normalmente a través del INURBE, ha concurrido para dar auxilios económicos a los perjudicados con tales acciones vandálicas (…) (f, 302, c. ppl.).

8.  Así las cosas, el a quo declaró probada la excepción del hecho exclusivo de un tercero, por lo cual negó las pretensiones de la demanda. Finalmente, resolvió: 
PRIMERO. Declarar probada la excepción de HECHO EXCLUSIVO DE UN TERCERO propuesta por la Nación- Mindefensa-Policía Nacional. 

SEGUNDO. DENEGAR LAS PRETENSIONES DE LA DEMANDA instaurada por JOSÉ LEOPOLDO GIL YUSTRE y otros en contra de la Nación Mindefensa-Ejército-Policía Nacional respecto de los daños ocasionados a la vivienda de los actores durante incursiones guerrilleras a la población de Puerto Rondón (sic) (f. 283-304, c. ppl.).

9. Respecto de la caducidad de la acción invocada por la Nación-Ministerio de Defensa-Policía Nacional, el a quo consideró que de acuerdo con las pruebas obrantes en el proceso, la destrucción del inmueble ocurrió como consecuencia de los ataques guerrilleros perpetrados durante el 19 de abril y el 8 de julio de 1999, por lo cual consideró que para la fecha de interposición de la demanda (25 de mayo de 2000) la acción no se encontraba caducada.
10. La parte demandante interpuso y sustentó en tiempo recurso de apelación contra la sentencia de primera instancia con el fin de que se revoque y, en su lugar, se acceda a las súplicas de la demanda. Para sustentar su recurso argumentó lo siguiente:
10.1. Los daños ocasionados al inmueble del señor Ángel Fidel Vescance no fueron producidos exclusivamente por el hecho de un tercero, pues se encuentra demostrado que se trató de enfrentamientos armados en los que se encontraban involucrados tanto la guerrilla como la fuerza pública.
10.2. El régimen de responsabilidad aplicable al caso es el denominado daño especial, por tanto, se debe reconocer la indemnización solicitada en la demanda, pues los daños antijurídicos que se ocasionan a los particulares deben ser resarcidos por la administración sin importar que se hayan causado en desarrollo de una actividad legítima del Estado, pues, en virtud del principio de igualdad, los ciudadanos no están obligados a soportar el rompimiento del equilibrio de las cargas públicas.
10.3. La jurisprudencia no puede ser aplicada de manera mecánica, pues se deben tener en cuenta las particularidades del caso, por tanto, aunque el tribunal citó jurisprudencia en la que se encuentra demostrado el hecho de un tercero, no quiere decir que se aplique al presente proceso (f. 311-317, c. ppl.).

11. Mediante escrito presentado el 4 de febrero de 2005 la parte actora adicionó la sustentación del recurso de apelación. En primer lugar afirmó: 

11.1. Teniendo en cuenta que el a quo negó las pretensiones de la demanda bajo el argumento de la configuración del hecho de un tercero, es necesario precisar que, no existe prueba que demuestre que los daños ocasionados al inmueble en mención, fueran producidos exclusivamente por el hecho de un tercero, pues, tanto los testimonios obrantes en el proceso, como la versión oficial del alcalde de Cravo Norte son coincidentes en afirmar que la vivienda fue destruida por los enfrentamientos entre la fuerza pública y la guerrilla.
11.2. En segundo lugar, aseguró que no existe congruencia entre las partes motiva y resolutiva del fallo de primera instancia, puesto que en esta última se consignó como demandante al señor José Leopoldo Gil Yustre, y como lugar de los hechos, el municipio de Puerto Rondón, Arauca, datos que no corresponden al caso bajo estudio. 
12. En la oportunidad para presentar alegatos de conclusión la Nación - Ministerio de Defensa-Ejército Nacional reiteró los argumentos mencionados en la contestación de la demanda y solicitó la confirmación de la decisión del tribunal en cuanto a la falta de legitimación en la causa por pasiva del Ejército Nacional, así como de la declaración de la excepción del hecho de un tercero (f.333-336, c. ppl.).

13. A su vez, la Nación-Ministerio de Defensa-Policía Nacional en su oportunidad para alegar de conclusión afirmó que no se encuentra probado en el proceso que los ataques guerrilleros hayan sido dirigidos en contra de la estación de policía, pues se trató de actos terroristas indiscriminados perpetrados con armas no convencionales de largo alcance contra la población civil. Agregó que para la configuración de una falla en el servicio se debe tener en cuenta la realidad del país y la imposibilidad que tiene el Estado de responder por cada hecho violento acaecido en el territorio.  

CONSIDERACIONES

I. Presupuestos procesales de la acción
De la jurisdicción, competencia y procedencia de la acción

14.  Por ser la entidad demandada una entidad estatal, el asunto es de conocimiento de esta jurisdicción (art. 82 C.C.A.). Además, esta Corporación es competente, en razón del recurso de apelación interpuesto por la parte demandante en un proceso con vocación de segunda instancia, en los términos del Decreto 597 de 1988, dado que la cuantía de la demanda, determinada por el valor de la mayor de las pretensiones, que corresponde a la indemnización por concepto de perjuicios materiales en la modalidad de daño emergente, supera la exigida por la norma para el efecto
.
15. La acción de reparación directa instaurada (artículo 86 C.C.A.) es la procedente, por cuanto las pretensiones de la demanda están encaminadas a la declaratoria de responsabilidad de las entidades demandadas por los daños ocasionados durante los ataques guerrilleros que afectaron el inmueble de propiedad del señor Ángel Fidel Vescance.
De la legitimación en la causa

16. Constata la Sala que la propiedad del bien afectado, para la época de los hechos se encontraba en cabeza del señor Ángel Fidel Vescance, por tanto, cuenta con legitimación en la causa, para solicitar el resarcimiento de los daños ocasionados al mismo. 

De la caducidad de la acción

17. En el presente asunto se pretende la declaratoria de responsabilidad de las entidades demandadas, por los daños ocasionados al inmueble del señor Ángel Fidel Vescance, como consecuencia de los ataques guerrilleros ocurridos los días 13 de abril de 1998, 19 de abril y 8 de julio de 1999, y 16 de enero de 2000. 
18. Teniendo en cuenta el informe rendido por el Departamento de Policía de Arauca
, existe reporte de incursiones guerrilleras en el municipio de Cravo Norte desde el 19 de abril de 1999, por tanto, como la demanda fue impetrada el 25 de mayo de 2000, esto es, dentro de los dos años contados a partir del día siguiente del acaecimiento de los hechos, la acción no estaría caducada en los términos del artículo 136 del Código Contencioso Administrativo. No se tendrá en cuenta como fecha del daño el 13 de abril de 1998, pues no se encuentra probada la ocurrencia de algún ataque en esta fecha.   
II. Problema jurídico 

19. Procede la Sala determinar si la Nación-Ministerio de Defensa Nacional-Policía Nacional y la Nación-Ministerio de Defensa-Ejército Nacional, deben indemnizar a la parte actora por los daños ocasionados al inmueble ubicado en la carrera 5 con calle 2 del municipio de Cravo Norte (Arauca), luego de los ataques perpetrados por grupos armados al margen de la ley. Para este propósito, se debe establecer si las mencionadas entidades pueden ser declaradas patrimonial y extracontractualmente responsables por los daños antijurídicos ocasionados a la parte actora. 
III. Validez de los medios de prueba
20. Para sustentar sus pretensiones, la parte actora aportó al proceso copia del acta de la inspección judicial que fue practicada a instancias del Juzgado Promiscuo Municipal de Cravo Norte, antes de que se iniciara el presente trámite contencioso administrativo. Sin embargo, en el escrito de contestación de la demanda, la Nación-Ministerio de Defensa-Ejército Nacional, solicitó que la inspección judicial anticipada no fuera tenida en cuenta debido a que en el dictamen pericial practicado con ocasión de la misma “(…) los peritos no acreditan con qué documentos se fundamentaron para evaluar el valor de los bienes muebles e inmuebles y así poder determinar el daño emergente y lucro cesante” (f154, c.1.).
21.  A su vez, la Nación-Ministerio de Defensa-Policía Nacional objetó el dictamen pericial allegado como prueba anticipada, debido a que “no cumple a cabalidad con los requisitos exigidos por el Estatuto procesal Civil, toda vez que como se desprende del Acta de la diligencia de inspección judicial fechada 01 de marzo de 2000, en la cual se le da posesión al cargo de peritos, sin que se especifique ni acredite su especialidad, es decir, no se tiene en cuenta la idoneidad de los mismos, por cuanto se desconoce si tienen los conocimientos necesarios para rendir el dictamen (…) de la observancia del dictamen rendido, resalta a primera vista la falta de fundamentación, claridad, precisión y detalle, por cuanto escuetamente el señor perito se limita a manifestar que el valor total del avalúo de los daños causados a la parte actora asciende a la suma de $57.703.000 pero sin determinar cuáles fueron las partes destruidas del inmueble (…) (f.185, c.1). 
Mediante auto de 27 de abril de 2000, el Tribunal Administrativo de Arauca atendió la objeción formulada por la parte demandada, ordenó la práctica de un nuevo dictamen pericial y designó los peritos para dicho propósito. Por lo anterior, la Sala valorará este último dictamen pericial, así como su adición, el cual fue decretado y practicado dentro de este proceso. 

IV. Hechos probados

22. Con base en las pruebas recaudadas en el proceso contencioso administrativo, valoradas en su conjunto, se tienen como ciertas las siguientes circunstancias fácticas relevantes:

22.1. El 19 de abril, 11 de junio, 8 de julio, 18 de noviembre y 13 de diciembre de 1999, y el 16 de enero de 2000, en el municipio de Cravo Norte (Arauca) se presentaron incursiones guerrilleras que dejaron como consecuencia varias averías a los inmuebles aledaños a la estación de policía (copia auténtica del informe rendido por el Departamento de Policía de Arauca sobre las tomas guerrilleras ocurridas en Cravo Norte, f. 16-31 c. 2).

22.2. El inmueble objeto de la demanda, ubicado en la carrera 5 nº 5-64 del municipio de Cravo Norte, Arauca, se encuentra frente a la estación de policía, por lo que, en las fechas señaladas en el acápite anterior, sufrió graves daños como consecuencia de los ataques guerrilleros mencionados (declaraciones rendidas por José Driguelio Quenza Santana, Jaime José Guardias Angulo, José María Ojeda y José Alirio Torres, ante el Juzgado Promiscuo Municipal de Cravo Norte, Arauca, durante el proceso contencioso administrativo, f. 41-48). 
22.3. De acuerdo con el registro ante la oficina de registro de instrumentos públicos del círculo de Arauca, para la época de los hechos el señor Ángel Fidel Vescance figuraba como propietario del mencionado inmueble (oficio nº. 0319 emitido por la oficina de registro de instrumentos públicos del círculo de Arauca, f. 34, c.2).
22.4. Jorge José Miller y Juana Casilda Flórez, tomaron en arriendo el inmueble en mención, el cual fue destinado para vivienda y para el funcionamiento del establecimiento comercial “El Oasis”. Contrato de arrendamiento celebrado entre Gloria Isabel Benavides y Jorge José Miller, con una duración de 30 meses a partir del 1 de octubre de 1997, y un canon mensual de $400.000 pesos (declaraciones rendidas ante el Juzgado Promiscuo Municipal de Cravo Norte, información contenida en la complementación de dictamen pericial, f. 41-48 y 143, c.2).
22.5. De acuerdo con el dictamen pericial que obra en el expediente, el valor de inmueble de propiedad del señor Ángel Fidel Vescance asciende a $40 269 292.40. Además, el valor de los muebles que se encontraban al interior de la vivienda, los cuales pertenecían al señor Jorge José Miller, es de $5 010 688.30. Por otra parte, el valor del mobiliario del establecimiento comercial “El Oasis” asciende a $8 513 796.98.   
22.6. Respecto del lucro cesante, el informe pericial consignó la suma de $32 625 864 como el valor de las ganancias dejadas de percibir por el establecimiento comercial “El Oasis”, así como $29 000 768.31 por los ingresos por canon de arrendamiento dejados de percibir, ambos desde la fecha en que ocurrieron los hechos, hasta la fecha de presentación del informe.
V. Análisis de la Sala

23. Constata la Sala que el inmueble de propiedad del señor Ángel Fidel Vescance ubicado en la carrera 5 con calle 2 del municipio de Cravo Norte Arauca, sufrió un daño material como consecuencia de las tomas guerrilleras ocurridas en dicho municipio, 19 de abril y 8 de julio de 1999, y 16 de enero de 2000. 
24. En cuanto a la imputabilidad del daño a la administración, es pertinente poner de presente que en reciente pronunciamiento, la Sección Tercera del Consejo de Estado en pleno señaló que, así como la Constitución Política de 1991 no privilegió ningún régimen de responsabilidad extracontractual en particular, tampoco podía la jurisprudencia establecer un único título de imputación a aplicar a eventos que guarden ciertas semejanzas fácticas entre sí, ya que este puede variar en consideración a las circunstancias particulares acreditadas dentro del proceso y a los parámetros o criterios jurídicos que el juez estime relevantes dentro del marco de su argumentación:
En lo que se refiere al derecho de daños, como se dijo previamente, se observa que el modelo de responsabilidad estatal establecido en la Constitución de 1991 no privilegió ningún régimen en particular, sino que dejó en manos del juez la labor de definir, frente a cada caso concreto, la construcción de una motivación que consulte razones, tanto fácticas como jurídicas, que den sustento a la decisión que habrá de adoptar.  Por ello, la jurisdicción contenciosa ha dado cabida a diversos “títulos de imputación” como una manera práctica de justificar y encuadrar la solución de los casos puestos a su consideración, desde una perspectiva constitucional y legal, sin que ello signifique que pueda entenderse que exista un mandato constitucional que imponga al juez la obligación de utilizar frente a determinadas situaciones fácticas un determinado y exclusivo título de imputación.
 En consecuencia, el uso de tales títulos por parte del juez debe hallarse en consonancia con la realidad probatoria que se le ponga de presente en cada evento, de manera que la solución obtenida consulte realmente los principios constitucionales que rigen la materia de la responsabilidad extracontractual del Estado, tal y como se explicó previamente en esta sentencia
.

25. Así las cosas, de conformidad con la jurisprudencia citada, no todos los casos en los que se discuta la responsabilidad del Estado por daños derivados de un supuesto de hecho que guarde semejanzas tengan que resolverse de la misma forma pues, se insiste, el juez puede -en cada caso concreto- válidamente considerar que existen razones tanto jurídicas como fácticas que justifican la aplicación de un título o una motivación diferente.
26.  El título de imputación base para el análisis de la responsabilidad estatal, en eventos de daños causados a civiles, con ocasión de enfrentamientos armados entre la fuerza pública y grupos armados ilegales, ha sido el de riesgo excepcional. Este, en reiteradas ocasiones ha dicho la jurisprudencia de esta Corporación
, se configura por cuanto los agentes del Estado participan y propician la causación del daño, es decir, en desarrollo de la actividad legítima de “defensa de la soberanía, la independencia, la integridad del territorio nacional y del orden constitucional”
, al exponer a la comunidad a una situación de peligro que, una vez se concreta, genera responsabilidad en la administración al ser una carga excesiva, grave y anormal que no tienen por qué asumir los ciudadanos. 

27. La imputación de responsabilidad estatal por riesgo excepcional ha predominado en los casos de ataques perpetrados por grupos armados al margen de la ley contra bienes o instalaciones representativos del Estado en el marco del conflicto armado interno y, específicamente, contra cuarteles militares o estaciones de policía, sea que la fuerza pública reaccione o no violentamente con el fin de repeler la agresión.

28. En estos casos, la atribución de responsabilidad no se sustenta en la existencia de una acción u omisión reprochable del Estado, sino en la producción de un daño que, “si bien es causado por un tercero, surge por la realización de un riesgo excepcional, creado conscientemente por ésta, en cumplimiento de sus funciones. Y es la excepcionalidad del riesgo lo que hace evidente la ruptura del equilibrio frente a las cargas públicas y posibilita el surgimiento de la responsabilidad patrimonial del Estado”
.
29. Así las cosas, el riesgo que se genera por la presencia de un establecimiento representativo del Estado en medio de un conflicto armado, y su concreción en la causación de un daño a una persona ajena a los grupos enfrentados, independientemente de quien haya ocasionado el daño, es la razón de la responsabilidad estatal. Al respecto esta Corporación ha sostenido que:

 (…) para que el hecho violento del tercero pueda ser imputable al Estado, se requiere que éste haya sido dirigido contra un establecimiento militar o policivo, un centro de comunicaciones o un personaje representativo de la cúpula estatal. Por lo tanto, se ha considerado que no le son imputables al Estado los daños causados por actos violentos cometidos por terceros cuando éstos son dirigidos indiscriminadamente contra la población, con el fin de sembrar pánico y desconcierto social, y no contra un objetivo estatal específico, bien o persona, claramente identificable como objetivo por los grupos al margen de la ley
.

30.  A la administración le es posible exonerarse de responsabilidad sólo si se acredita que la causa del daño fue de manera exclusiva y determinante el hecho de la víctima, el hecho de un tercero o la constitución de una fuerza mayor
. Las causales que exoneran de responsabilidad deben tener las características de ser irresistibles e imprevisibles. Ser irresistible es la imposibilidad del obligado de llevar a cabo el comportamiento esperado y la imprevisibilidad ocurre cuando no es posible contemplar por anticipado su ocurrencia, esto es, que el acontecimiento sucedió de manera súbita y repentina
. 

31. La jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha señalado que en situaciones de conflicto armado las obligaciones de adoptar medidas positivas de protección y prevención, adquieren un carácter superlativo, por lo que su inobservancia puede comprometer la responsabilidad internacional del Estado, tal como lo ha señalado la Corte Interamericana de Derechos Humanos. En efecto, debido a que en estos casos las personas enfrentan un riesgo real de sufrir amenazas o vulneraciones de sus derechos humanos, el Estado asume una posición especial de garante que lo obliga a ofrecer una protección efectiva a la población civil y a adoptar todas las medidas a su alcance para evitar o conjurar situaciones de peligro razonablemente previsibles
.
32.  En el presente caso, todos los testimonios son coincidentes en afirmar que los ataques guerrilleros se dirigieron contra de la estación de policía y que el inmueble de propiedad del señor Ángel Fidel Vescance resultó afectado por encontrarse cerca de dicha edificación. José Drigelio Quenza Santana, residente del municipio de Cravo Norte, en su declaración dijo lo siguiente:

(…) PREGUNTADO. Díganos si Ud. Sabe o le consta cual era el objetivo por parte de la guerrilla. CONTESTO. De pronto acabar con la policía, destruir el comando. PREGUNTADO. Díganos si Ud. Sabe o le consta que como resultado de estas tomas guerrilleras las casas aledañas a la Estación resultaron afectadas. CONTESTO. Claro que sí me consta doctora que las casas quedaron dañadas. PREGUNTADO. Díganos si la casa ubicada en la calle 2 con carrera 5, de propiedad del señor Ángel Fidel Vescance Cermeño, resultó afectada a consecuencia de dichas tomas. En caso afirmativo en que consistieron los daños. CONTESTO. Sí me consta, porque fueron las paredes, techos, puertas, los baños, porque yo estuve removiendo esos escombros cuando estaba el señor Miller ahí. PREGUNTADO. Díganos qué destinación se le daba a dicho inmueble. CONTESTO. Funcionaba la panadería El Oasis que era de propiedad del señor Jorge José Miller y la señora de él Juana Casilda Flórez Vargas. PREGUNTADO. Díganos si además del inmueble que otros muebles o enseres resultaron afectados. CONTESTO. La vitrina, los enfriadores, los hornos, los muebles, y demás enseres (…) PREGUNTADO. Qué distancia aproximada hay entre la policía nacional y la casa del señor Vescance. CONTESTO. Queda al frente de la policía, como unos veinte metros (20m)  (…) (sic) (f. 47, c.2).    
33. Así mismo, mediante informe emitido por la oficina de Derechos Humanos del Departamento de Policía de Arauca se anotó que (…) un amplio radio a la redonda de las instalaciones policiales contra la cuales se dirigió y concentró el ataque masivo de los insurrectos y el cual hace parte del patrimonio de los residentes del lugar (residencias, Telecom, servicios públicos, medios de comunicación, entre otros), presenta averías graves, daños irreparables (…) (f. 29, c. 2). 
34. En vista de lo anterior, para la Sala es claro que el inmueble objeto de la demanda, resultó afectado por encontrarse junto a la estación de policía. Por tanto, concluye que no se trató de un ataque indiscriminado hacia la población del municipio de Cravo Norte, sino de uno específico contra la Policía Nacional.
35. Esta situación se ajusta a los parámetros que ha establecido la jurisprudencia de esta Corporación para derivar la responsabilidad estatal por el hecho de un tercero, bajo la óptica del riesgo excepcional, debido a que el objetivo del ataque guerrillero fue una edificación representativa de la administración, riesgo que se concretó en la materialización del daño. Por esta razón la Sala revocará la sentencia impugnada.

VI. Liquidación de perjuicios

36. Para efectos de liquidar la indemnización por perjuicios materiales, advierte la Sala que la demanda señala como daño emergente el detrimento patrimonial ocasionado por la destrucción del inmueble, la pérdida de los enseres y muebles que se encontraban al interior de la vivienda, así como los utensilios que constituían el establecimiento comercial “El Oasis”. Por lo anterior, de acuerdo con el material probatorio obrante en el expediente, se estudiará de manera separada la existencia de dichos perjuicios.   
37. A folio 36 del cuaderno 2, obra en el expediente el respectivo certificado de tradición y libertad del inmueble objeto de la demanda. Este documento contiene una anotación del 13 de diciembre de 2000, en la cual figura el Departamento de Arauca como último propietario del bien, luego de la celebración de un negocio de compraventa por un valor de $45.000.000
. 
38. Teniendo en cuenta que uno de los propósitos de la demanda de reparación directa presentada por el señor Ángel Fidel Vescance es obtener el resarcimiento de la pérdida material del bien inmueble destruido durante los ataques guerrilleros acaecidos en el municipio de Cravo Norte, Arauca, y que de acuerdo con el respectivo certificado de tradición y libertad de matricula inmobiliaria, el demandante, quien para le época de los hechos figuraba como propietario del mencionado bien, celebró un contrato de compraventa con el departamento de Arauca por el valor comercial del inmueble, considera la Sala que el perjuicio se encuentra resarcido, por tanto, no reconocerá este monto como indemnización por daño emergente.
39. Respecto de la destrucción de los muebles personales del señor Jorge José Miller (arrendatario del bien inmueble), en el dictamen pericial se anotó lo siguiente:
a. Para los muebles personales del señor Jorge José Miller, hemos determinado un precio de acuerdo a consultas y cotizaciones hechas en el mercado con respecto al valor de cada uno de ellos y a los cuales se le aplicará el %40 de deprecación por el uso que tenían a la fecha de los hechos. 

                                             Cantidad        V.Unit.             V.Total

· Juego de alcoba                             1     807.000.00          807.000.00

· Juego de comedor-4 puestos         1    580.000.00
        580.000.00

· Juego de sala-3 sillas 1 sofá          1      800.000.00         800.000.00

· Lavadora -marca CENTRALES      1
 1’180.000.00    1’180.000.00

· Nevera -marca ICASA de 14 pies  1    1’090.000.00     1’090.000.00

· Licuadora -marca OSTER            1      100.000.00         100.000.00

· Equipo de sonido -marca SONY 3 CD    880.000.00      880.000.00

· Juego de 1 mesa y 4 sillas RIMAS   6    120.000.00       720.000.00

VALOR TOTAL DE LOS MUEBLES Y ENSERES       $6’220.000.00

Entonces: 

$6’220.000.00 x %40 = $4’354.000.00

V/R DE LOS MUEBLES Y ENSERES EN EL MOMENTO DE HECHOS:

$4’354.000.00 (…)

Luego de actualizar la suma anotó:

TOTAL DAÑO EMERGENTE POR PÉRDIDA DE MUEBLES Y ENSERES:

$5’010.688.30

40. Por otra parte, relacionó el valor de los muebles que constituían el establecimiento de comercio “El Oasis”, así:

b. Con respecto a los implementos, mobiliario y dotación de la refresquería y panadería, tenemos un listado por inventario de todos los utensilios e implementos que le fueron entregados a al señor Jorge José Miller al momento de hacer el contrato de arrendamiento por un valor de $7’398.000.00. y el cual anexamos a este dictamen.  

Luego de actualizar la suma se consignó:

TOTAL DAÑO EMERGENTE POR PÉRDIDA DE IMPLEMENTOS, MOBILIARIO Y DOTACIÓN:       $8’513.796.98

41. Para la Sala es claro, que la valoración hecha por los peritos no se encuentra razonablemente fundada, debido a que no se evidencia cual fue la informacion que tuvieron en cuenta para hacer la estimación de los perjuicios, pues solo se basan en un listado de enseres y en el valor comercial de los mismos, sin tener evidencia de su estado y su posible destrucción.
Sobre la valoración del dictamen pericial la jurisprudencia ha establecido:

(…) de conformidad con el artículo 233 del Código de Procedimiento Civil, la peritación como medio de prueba es procedente para verificar hechos que interesen al proceso y requieran especiales conocimientos científicos, técnicos o artísticos. El perito debe informarle razonadamente al juez lo que de acuerdo con esos conocimientos especializados sepa de los hechos -y no cuestiones de derecho- que se sometan a su experticio, sin importarle a cuál de la partes beneficia o perjudica, de manera que su dictamen debe ser personal
 y contener conceptos propios sobre las materias objeto de examen y no de otras personas por autorizadas que sean, sin perjuicio de que pueda utilizar auxiliares o solicitar por su cuenta el concurso de otros técnicos, bajo su dirección y responsabilidad (numeral 2 del artículo 237 del C. de P. Civil.).   

Para su eficacia probatoria debe reunir ciertas condiciones de contenido como son la conducencia en relación con el hecho a probar; que el perito sea competente, es decir, un verdadero experto para el desempeño del cargo; que no exista un motivo serio para dudar de su imparcialidad; que no se haya probado una objeción por error grave; que el dictamen esté debidamente fundamentado y sus conclusiones sean claras firmes y consecuencia de las razones expuestas; que haya surtido contradicción; que no exista retracto del mismo por parte de perito y en fin que otras pruebas no lo desvirtúen
. El dictamen del perito debe ser claro, preciso y detallado, en él se deben explicar los exámenes, experimentos e investigaciones efectuadas, lo mismo que los fundamentos técnicos, científicos o artísticos de las conclusiones (numeral 6 del artículo 237 ejusdem). 

A su turno, el artículo 241 ibídem señala que al valorar o apreciar el juez el dictamen de los peritos tendrá en cuenta la firmeza, precisión y calidad de sus fundamentos, la competencia de los peritos y los demás elementos probatorios que obren en el proceso. Con esto se quiere significar que el juez es autónomo para valorar el dictamen y verificar la lógica de sus fundamentos y resultados, toda vez que el perito es un auxiliar de la justicia, pero él no la imparte ni la administra, de manera que el juez no está obligado a “…aceptar ciegamente las conclusiones de los peritos, pues si ello fuese así, estos serían falladores…”
.    

En suma, el juez está en el deber de estudiar bajo la sana crítica el dictamen pericial y en la libertad de valorar sus resultados; si lo encuentra ajustado y lo convence, puede tenerlo en cuenta total o parcialmente al momento de fallar; o desechar sensatamente y con razones los resultados de la peritación por encontrar sus fundamentos sin la firmeza, precisión y claridad que deben estar presentes en el dictamen para ilustrar y transmitir el conocimiento de la técnica, ciencia o arte de lo dicho, de suerte que permita al juez otorgarle mérito a esta prueba por llegar a la convicción en relación con los hechos objeto de la misma
.

42. En cuanto al testimonio del señor José Driguelio Quenza Santana quien manifestó que luego de los ataques guerrilleros resultaron afectados “(…) la vitrina, los infriadores (sic). Los hornos, los muebles y demás enseres”. (f. 42, c. 2), tampoco puede tenerse como prueba del perjuicio causado pues ello no tiene un fundamento distinto al de su personal apreciación, el cual no brinda certeza respecto de la cuantificación del daño y la magnitud de la destrucción de los enseres. 
43. Por lo anterior, la Sala dará aplicación a lo previsto en el artículo 172 del C.C.A., y condenará en abstracto a la Nación-Ministerio de Defensa Nacional, Policía Nacional al pago de este perjuicio, debido a que no existen elementos probatorios que indiquen la destrucción total de los enseres mencionados en el dictamen, ya que en este solamente se tiene en cuenta el valor comercial aproximado de diferentes bienes muebles, así como un listado del inventario de utensilios del establecimiento comercial, sin tener certeza sobre la ocurrencia de una pérdida total de los mismos. 

44. La liquidación deberá hacerse mediante el trámite incidental previsto en el artículo 137 del C.P.C.,  con base en un dictamen técnico que, a partir de las pruebas documentales que deben aportar los solicitantes -libros o actas de contabilidad, recibos de compra de tales productos y, en general, aquellos que acrediten los gastos efectuados por ese concepto-, establezca el valor total de los muebles y demás enseres perdidos por el señor Jorge José Miller con ocasión del ataque guerrillero del que fue víctima en la población de Cravo Norte, Arauca. Para promover el incidente, se otorga a la parte interesada un término de 60 días contados a partir de la ejecutoria de la presente sentencia.
45. Respecto del monto a indemnizar por lucro cesante, el dictamen pericial señaló en primer lugar las ganancias dejadas de percibir por ventas en el establecimiento de comercio “El Oasis”, al respectó anotó:

A. Ingresos por ventas diarias: Como no hay un soporte contable de venta diaria, libros ni facturas que nos puedan dar una base y una cifra exacta de las ventas diarias; hemos tomado el salario mínimo mensual legal vigente del año en que ocurrieron los hechos (1998- $203.826.00); para asignar el sueldo respectivo de cada una de las personas que se requiere en el funcionamiento de un negocio de estas características. A continuación seleccionamos los cargos del personal mínimo que se requiere y su respectivo sueldo mensual, sumamos estos y al total le aplicamos el 30% de utilidad; luego lo dividimos por 30 días y así obtenemos el valor de la utilidad diaria.

-un administrador

$600.000.00

-un panadero


$500.000.00

-un ayudante de panadería   $220.000.00
-una empleada cafetería       $180.000.00

TOTAL SUELDOS PERSONAL    $1’500.000.00

46. Luego de determinar el “valor de utilidad diaria” y con este, el total de “ingresos mensuales de utilidad por ventas” ($450.000), se determinó un monto actualizado de $32 625 864,35 por las utilidades dejadas de percibir desde la ocurrencia de los hechos hasta la fecha de presentación del dictamen pericial. 
47. Es necesario aclarar que el objeto de indemnización en sede contencioso administrativa en la modalidad de lucro censate, son las ganancias patrimoniales dejadas de percibir como consecuencia del daño causado, imputado a la administración. En el caso de un establecimiento de comercio, el lucro cesante son las ganancias dejadas de percibir, debido a que la destrucción del inmueble impidió la continuación de las labores comerciales. Sin embargo, para cuantificar el lucro cesante, los peritos tomaron como referencia el salario de las personas que se requieren para el funcionamiento de un establecimiento de comercio. Lo anterior, no constituye lucro cesante, ya que el salario del personal no es un referente preciso para determinar los ingresos percibidos por el negocio comercial, además, el dictamen pericial realiza una suposición de cuantas personas se requerirían para el funcionamiento del establecimiento de comercio, sin que esto sea un dato real sobre el caso en concreto.
48. Por lo anterior, la Sala desestimará la cifra consignada en el dictamen pericial como monto a indemnizar por lucro cesante y, en cambio, de acuerdo con la jurisprudencia
, se reconocerá una suma razonable por el tiempo en que se considera que el negocio entraría nuevamente en funcionamiento, con base en el salario minimo legal mensual vigente para la epoca en que ocurrieron los hechos.
49. De acuerdo con la declaración rendida por el señor José Driguelio Quenza Santana en el inmueble en mención “funcionaba la panadería El Oasis que era de propiedad del señor Jorge José Miller y la señora Juana Casilda Flórez Vargas”, y a la pregunta “díganos si a consecuencia de lo anteriormente dicho los señores Jorge Miller y Juana Casilda Flórez se trasladaron a otro sitio. CONTESTO: si claro, a la esquina del señor Manuel Maurno”. 
50. Por su parte el señor Jaime José Guardias Angulo declaró: “PREGUNTADO: díganos si los inquilinos Jorge José Miller y Juana Casilda Flórez trasladaron su negocio a otro sitio, en caso afirmativo, hacia dónde. CONTESTO: sí, lo trasladaron a la esquina del señor Manuel Maurno” (f. 44, c.2).  
51. Así las cosas, se encuentra probado que el establecimiento comercial se trasladó como consecuencia de los ataques guerrilleros que destruyeron el inmueble donde funcionaba, por lo anterior se reconocerá el lucro cesante de 6 meses contados a partir de la fecha de ocurrencia de los hechos
, en consideración a que es un término razonable para reanudar su actividad comercial. Para efectos de realizar la liquidación del monto a indemnizar, se tomará como referencia el salario mínimo legal vigente actual, es decir, $616 000, en virtud de que la actualización del salario mínimo para el año 1999, que era $236 460 resulta inferior al salario mínimo actual. 
Lucro cesante correspondiente a 6 meses:

      
             (1+i) n -1

S   = RA    *    -------------


                   i

Para aplicar se tiene: 

	S
	=
	Suma a obtener.

	Ra
	=
	Renta actualizada, es decir $ 616 000

	I
	=
	Tasa mensual de interés puro o legal, es decir, 0,004867.

	N
	=
	Número de meses a indemnizar = 6 meses.

	1
	=
	Es una constante



                     (1.004867)6 -1

S   = 616 000         * -------------------------- 
                                   0.004867                             S  =   $ 3 741 263,98                                   
52. Sin perjuicio del certificado expedido por el tesorero municipal de Cravo Norte, obrante a folio 103 del cuaderno 1, el cual indica que la señora Gloria Isabel Benavides registró el establecimiento comercial llamado “panadería y villares El Oasis” (sic) y que se encontraba a “paz y salvo con los impuestos exigidos”, la suma anteriormente relacionada será reconocida a Jorge José Miller y Juana Casilda Flórez, con base en que todas las declaraciones  son coincidentes en afirmar que el establecimiento comercial “El Oasis” les pertenecía a ellos, por tanto, son quienes sufrieron el daño causado por el lucro cesante provocado con la destrucción del inmueble y la consecuente interrupción de su actividad comercial.
53. En segundo lugar, el dictamen pericial señaló como lucro cesante el canon de arrendamiento dejado de percibir como consecuencia de la destrucción del inmueble. Sobre este punto se relaciona en el dictamen pericial la existencia de un contrato celebrado entre la señora Gloria Isabel Benavides de Vesance y el señor Jorge José Miller, por un periodo de 30 meses, por un valor de $400.000, el cual obra a folio 108 del cuaderno 1.
54. De acuerdo con la información contenida en el contrato de arrendamiento suscrito sobre el bien inmueble objeto de esta demanda, el periodo pactado comprendía 30 meses desde el 31 de octubre de 1997, hasta el 30 de marzo de 2000. Así las cosas se reconocerá el valor del canon de arrendamiento desde la fecha de la primera incursión guerrillera (19 de abril de 1999), hasta el 13 de mayo de 2000, fecha en que se cumpliría el término pactado en el contrato de arrendamiento. Por tanto, se reconocerá el monto equivalente a 13 meses del canon de arrendamiento que faltaba para finalizar el periodo del contrato.
Actualización de la renta:

 SHAPE  \* MERGEFORMAT 



	Ra
	=
	Renta actualizada a establecer

	Rh
	=
	Renta histórica, $400 000

	Ipc (f)
	=
	Es el índice de precios al consumidor final, es decir, 113,98 que es el correspondiente a diciembre de 2013.

	Ipc (i)
	=
	Es el índice de precios al consumidor inicial, es decir, 55,18 que es el que correspondió al mes de abril de 1999, mes en el cual ocurrió el primer ataque guerrillero.


Ra= $ 400 000            113.98     =    $ 826 241
                                        55.18

Lucro cesante correspondiente a 13 meses por canon de arrendamiento:

      
             (1+i) n -1

S   = RA    *    -------------


                   i

    Para aplicar se tiene: 

	S
	=
	Suma a obtener.

	Ra
	=
	Renta actualizada, es decir $ 826 241

	I
	=
	Tasa mensual de interés puro o legal, es decir, 0,004867.

	N
	=
	Número de meses a indemnizar = 13 meses.

	1
	=
	Es una constante



                        (1.004867)13 -1

S   = 10 741 138  * -------------------------- 
                                      0.004867                             S  =   $ 11 060 467                                   
55. Respecto del reconocimiento de indemnización por los perjuicios morales solicitados por la parte actora, advierte la Sala que no se encuentra demostrado el sufrimiento o aflicción sufrido por los demandantes con la destrucción de los inmuebles, En relación con el dolor moral que pueda generar la pérdida de los bienes materiales, la jurisprudencia de la Sala considera que ese daño sí es susceptible de reparación, pero como sucede en relación con los demás daños por los cuales se solicite indemnización, siempre habrá que acreditar su ocurrencia.
Sobre el daño moral en casos de ataques guerrilleros la Sala ha dicho: 
A propósito de los daños morales, la doctrina ha considerado que éstos son “esos dolores, padecimientos, etc., que pueden presentarse solamente como secuela de los daños infligidos a la persona. Que no son entonces daños propiamente dichos, y que por otra parte, constituyen un sacrificio de intereses puramente morales, que justifican una extensión del resarcimiento, esta vez con función principalmente satisfactoria”
.

No obstante, la Sala ha adoptado un criterio más amplio, para considerar que hay lugar a indemnizar todo perjuicio moral, sin importar su origen, inclusive el derivado de la pérdida de bienes materiales o el causado con el incumplimiento de las obligaciones derivadas del contrato, siempre que, como sucede en relación con cualquier clase de perjuicios, aquéllos sean demostrados en el proceso
.

Para que haya lugar a la reparación del perjuicio basta que el padecimiento sea fundado, sin que se requiera acreditar ningún requisito adicional. Corresponde al juez tasar discrecionalmente la cuantía de su reparación, teniendo en cuenta las condiciones particulares de la víctima y la gravedad objetiva de la lesión. La intensidad del daño es apreciable por sus manifestaciones externas; por esto se admite para su demostración cualquier tipo de prueba. Sin embargo, la jurisprudencia puede inferir su existencia en casos como el de la muerte de los parientes más allegados.

En consecuencia, aunque en eventos como el presente, la pérdida de los bienes materiales destinados a la subsistencia o comercialización puede causar perjuicios morales, en el caso concreto no se reconocerán porque éstos no se acreditaron directamente ni se encuentran probados otros hechos de los cuales puedan inferirse tales perjuicios
.

56. Así las cosas, se encuentra que la jurisprudencia de la Sala ha considerado que el daño moral es susceptible de reparación, en la medida en que resulte plenamente acreditado, sin embargo, del acervo probatorio obrante en el expediente no se concluye que los demandantes hayan sufrido un daño moral por la pérdida del bien inmuebles del señor Ángel Fidel Vescance, como tampoco un desarraigo o dolor moral por la destrucción física del mismo. 
57. La anterior indemnización de perjuicios se hará con cargo al presupuesto de la Policía Nacional, por cuanto los hechos que dieron origen a la demanda fueron perpetrados por esta entidad. Así las cosas, advierte la Sala que no es posible realizar un juicio de responsabilidad que comprometa el patrimonio del Ejército Nacional, puesto que la Nación no actuó a través de esa dependencia para dar origen a los hechos aludidos en la demanda como causantes del daño.  
VI. Costas 

58. No hay lugar a la imposición de costas, debido a que no se evidencia en el caso concreto actuación temeraria de ninguna de las partes, condición exigida por el artículo 55 de la Ley 446 de 1998 para que se proceda de esta forma.
En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, en Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección B, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley,

FALLA
REVOCAR la sentencia del 9 de julio de 2004 proferida por el Tribunal Administrativo de Arauca, mediante la cual se negaron las súplicas de la demanda y, en su lugar,

PRIMERO: DECLARAR la responsabilidad administrativa de la Nación-Ministerio de Defensa Nacional-Policía Nacional, por los daños ocasionados al inmueble ubicado en la carrera 5 nº 5-64 del municipio de Cravo Norte, Arauca, de propiedad del señor Ángel Fidel Vescance, como consecuencia de los ataques guerrilleros ocurridos el 19 de abril y 8 de julio de 1999, y el 16 de enero de 2000, perpetrados contra la estación de policía del mencionado municipio.

SEGUNDO: CONDENAR a la Nación-Ministerio de Defensa Nacional-Policía Nacional, por los perjuicios materiales en la modalidad de lucro cesante causados a Jorge José Miller y Juana Casilda Flórez, como consecuencia de la destrucción del inmueble ubicado en la carrera 5 nº. 5-64 del municipio de Cravo Norte, en el cual funcionaba establecimiento de comercio “El Oasis”, al pago de tres millones setecientos cuarenta y un mil doscientos sesenta y tres pesos con noventa y ocho centavos ($3 741 263,98) para cada uno.  
TERCERO: CONDENAR a la Nación-Ministerio de Defensa Nacional-Policía Nacional, al pago de once millones sesenta mil cuatrocientos sesenta y siete pesos ($11 060 467) por los perjuicios materiales en la modalidad de lucro cesante causados a Gloria Isabel Benavides, como consecuencia de la destrucción del inmueble ubicado en la carrera 5 nº. 5-64 del municipio de Cravo Norte, del cual obtenía un canon de arrendamiento mensual.
CUARTO: CONDENAR en abstracto a la Nación, Ministerio de Defensa Nacional, Policía Nacional, al pago de los perjuicios materiales en la modalidad de daño emergente causados al señor Jorge José Miller. Este perjuicio deberá liquidarse mediante el trámite incidental regulado en el artículo 137 del C.P.C., el cual deberá promoverse por el interesado dentro del término de dos (2) meses contados desde la ejecutoria de esta sentencia y resolverse con ​sujeción a las pautas indicadas en la parte motiva de esta sentencia.

QUINTO: NIÉGUENSE las demás pretensiones de la demanda. 

SEXTO: Por secretaría EXPÍDANSE copias con destino a las partes, con las precisiones del artículo 115 del C.C.P., las cuales se entregarán a quien acredite estar actuando como apoderado judicial dentro del proceso.
SÉPTIMO: Ejecutoriada la presente sentencia, DEVUÉLVASE el expediente al tribunal de primera instancia para lo de su cargo.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

DANILO ROJAS BETANCOURTH

Presidente

STELLA CONTO DIAZ DEL CASTILLO            RAMIRO PAZOS GUERRERO 
Aclaró voto

RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO / ELEMENTOS DE LA RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO / CLÁUSULA DE RESPONSABILIDAD EXTRACONTRACTUAL DEL ESTADO / CONSTITUCIÓN POLÍTICA / DISPOSICIÓN CONSTITUCIONAL / DAÑO ANTIJURÍDICO 
En razón a lo anterior, es necesario aclarar que, si bien comparto la decisión adoptada, considero que la responsabilidad estatal en este caso aflora con la sola invocación del artículo 90 constitucional. (…) En estas condiciones, es menester señalar que la Constitución de 1991 modificó radicalmente el modo de entender la responsabilidad estatal. Entender este cambio exige de tres componentes. En primer lugar, aceptar que la Constitución se adscribe a un modo de ser del derecho, en general, incompatible con el positivismo legalista. En segundo lugar, admitir sin subterfugios que la responsabilidad estatal tiene su fuente en la Constitución y solo en ella y, en tercer lugar, no buscar fuera del daño antijurídico el centro de gravitación del régimen de responsabilidad.
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No haya necesidad de que el Estado sea responsabilizado por su defectuoso funcionamiento, o la concreción de un riesgo, o la vulneración del principio de igualdad frente a las cargas públicas. En estos eventos, simplemente, con apoyo del artículo 90 constitucional, se debe propender por la reparación de los daños causados a los particulares, en este caso, a los propietarios y arrendatarios del bien inmueble destruido.  Se trata, como puede observarse, de hacer efectiva la cláusula general de responsabilidad establecida en el artículo 90 de la Carta Política. (…) Así las cosas, a mi parecer, no era necesario recabar en la existencia de un riesgo excepcional, por parte de la Nación-Ministerio de Defensa- Policía Nacional para, en este caso, reconocer la existencia de responsabilidad, por cuanto, en los términos señalados, la destrucción del inmueble configura un daño que ni los propietarios ni los arrendatarios del inmueble estaban en la obligación de soportar; razón suficiente para tener por acreditado su derecho a la reparación.
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De conformidad con el núm. 7 del art. 33 del Reglamento Interno del Consejo de Estado -Acuerdo n.° 58 de 1999, modificado por el art. 1 del Acuerdo n.° 35 de 2001-, procedo a consignar las razones por las cuales aclaro mi voto favorable a la decisión de fondo, aprobada por la Sección en el asunto de la referencia.

1. Mediante la providencia de la referencia se revocó la sentencia proferida el 9 de julio de 2004 por el Tribunal Administrativo de Arauca que negó las pretensiones de la demanda, por considerar que el inmueble objeto de la demanda resultó afectado por encontrarse junto a la estación de policía, lo que a juicio de la providencia objeto de aclaración, se ajusta a los parámetros que ha establecido la jurisprudencia de esta Corporación para derivar la responsabilidad estatal por el hecho de un tercero, bajo la óptica del riesgo excepcional. 

2. En razón a lo anterior, es necesario aclarar que, si bien comparto la decisión adoptada,  considero que la responsabilidad estatal en este caso aflora con la sola invocación del artículo 90 constitucional.  En este sentido, paso a explicar, las razones por las que me apartó de la fundamentación de la sentencia aprobada por la Sala el 20 de febrero del presente año. Para llegar a dicha conclusión, se sostuvo que la atribución de responsabilidad no se sustenta en la existencia de una acción u omisión reprochable del Estado, sino en la producción de un daño que, “si bien es causado por un tercero, surge por la realización de un riesgo excepcional, creado conscientemente por ésta, en cumplimiento de sus funciones. Y es la excepcionalidad del riesgo lo que hace evidente la ruptura del equilibrio frente a las cargas públicas y posibilita el surgimiento de la responsabilidad patrimonial del Estado”.    

3. En estas condiciones, es menester señalar que la Constitución de 1991 modificó radicalmente el modo de entender la responsabilidad estatal. Entender este cambio exige de tres componentes. En primer lugar, aceptar que la Constitución se adscribe a un modo de ser del derecho, en general, incompatible con el positivismo legalista. En segundo lugar, admitir sin subterfugios que la responsabilidad estatal tiene su fuente en la Constitución y solo en ella y, en tercer lugar, no buscar fuera del daño antijurídico el centro de gravitación del régimen de responsabilidad. 

Sobre lo primero es preciso aclarar que, aunque no es claro que la Constitución de 1991 sea incompatible con cualquier especie de positivismo, sí lo es respecto del llamado legalista, basado en la veneración exacerbada de la voluntad del legislador, al margen de los principios y valores fundantes de la institucionalidad, así no estén  mediadas y ratificadas por la ley. La Constitución, según el modelo desueto de pensamiento del positivismo legalista, no fue sino un documento desiderativo o directriz, incapaz de producir efectos jurídicos por sí misma. Fue el legislador el señor absoluto y el creador de todo derecho. De ahí la reverencia a la codificación, que hace pensar que el derecho se encuentra íntegramente  contenido en un sistema conceptual de normas. 

El Estado social de derecho parte de otros principios. En primer lugar, de la premisa de su juridicidad e imperio efectivos, de donde es posible predicar derechos e imponer obligaciones con base en principios y valores no desarrollados, empero plenamente vigentes y debidamente oponibles. 

En segundo lugar, se abre a toda una nueva dimensión principialista. Se trata de reconocer expresamente los derechos y jerarquizarlos en torno de las exigencias de justicia derivadas de la dignidad humana o de la conciencia común de las naciones (arts. 93 y 94).  Concepción del derecho que coloca al Código Civil en la dimensión subordinada que le corresponde. El nuevo orden constitucional abre el universo de las fuentes de las obligaciones, así es dable optar por títulos o motivaciones diferentes, al tiempo que prescindir o modificar los hasta entonces conocidos.

Más significativo aún resulta haber hecho de la obligación de reparar un principio fundante del Derecho Público. A diferencia de lo que ocurría en el régimen constitucional y legislativo de 1886, hoy no se arriba a la responsabilidad estatal por vía de analogía. Ya no existe un vacío que llenar. El abordaje constitucional de la responsabilidad estatal contiene, por lo demás, un giro muy novedoso: no gravita entorno de la conducta del agente. 

Mucho podría decirse sobre las novedades que la nueva Constitución supone para la comprensión de la responsabilidad estatal, pero pocas palabras podrían ser más elocuentes que las actas de la Asamblea Nacional Constituyente: 

“ (…) noción de falla en el servicio, que es la que actualmente prima entre nosotros, la falla en el servicio es toda, pues en términos muy generales, es toda conducta de la administración que sea contraria al cumplimiento de su obligación en los términos establecidos por la Constitución y por la ley, lo que nosotros proponemos es que se desplace el centro de gravedad  de la responsabilidad patrimonial del Estado, de la conducta antijurídica del ente público a la antijuridicidad del daño, de manera que con esto se amplía muchísimo la responsabilidad y no queda cobijado solamente el ente público cuando su conducta ha dado lugar a que se causen unos daños, sino cuando le ha infringido alguno a un particular que no tenga porqué soportar ese daño”. - se destaca
Se debe señalar que la nueva orientación restaura, de alguna manera, la concepción clásica de la responsabilidad, esto es, la noción grecorromana y se aparta de las tendencias moralizantes de las interpretaciones medievales y racionalistas. 

En efecto, aunque tal vez se nos haya enseñado a pensar en la responsabilidad aquiliana, como una consagración del deber de reparar los daños ocasionados por la conducta dolosa o negligente, lo cierto es que en su formulación original el elemento de la culpa no se exigió para configurar el deber de reparar -relevante en el campo de lo criminal-. El texto mismo de la lex Aquilia nos da a entender que el derecho de daños gravita en torno del damnum iniuria datum, es decir, del daño injusto. Se impone, aclarar, por lo demás, que el daño aludido se debe entender dentro de los parámetros de la concepción clásica de lo justo, en la cual lo iustum, no es cosa distinta a lo igual, o lo equilibrado y la justicia a la virtud del equilibrio. 

La coincidencia de esta nueva visión de la responsabilidad con el espíritu original del derecho romano, está confirmada por opiniones autorizadas, en las que no me detengo
. 

Noción que va perder identidad interpretada, por el derecho común, desde la perspectiva de la filosofía moral católica y en mayor grado desde la racionalista. Empero, la tendencia a considerar la responsabilididad como un tema de concordancia entre la conducta individual del agente y una norma de conducta persiste. Basta solo ver que constituye el sustrato de la acción de repetir contra el servidor público, que dio lugar a la condena estatal. De suerte que entender la responsabilidad estatal desde la probidad de la conducta, si bien resulta posible tratándose del agente, en cuanto toca con la necesidad de expiación, nada tiene que ver con la obligación de reparar a la víctima.

4. Las anteriores consideraciones, en casos como el que fue objeto de estudio de la Sala, conducen a que no haya necesidad de que el Estado sea responsabilizado por su defectuoso funcionamiento, o la concreción de un riesgo, o la vulneración del principio de igualdad frente a las cargas públicas.

En estos eventos, simplemente, con apoyo del artículo 90 constitucional, se debe propender por la reparación de los daños causados a los particulares, en este caso, a los propietarios y arrendatarios del bien inmueble destruido.  Se trata, como puede observarse, de hacer efectiva la cláusula general de responsabilidad establecida en el artículo 90 de la Carta Política.

Lo contrario, es decir, la utilización de los tradiciones regímenes de responsabilidad, además de restarle fuerza normativa al contenido del artículo 90 constitucional, producen en la practica una valoración de la conducta causante del daño, lo que, como se ha visto, aparte de  desbordar el papel del juez de la responsabilidad, puede comprometer el juicio que deben realizarse en repetición, pues, previamente, se ha calificado como legítima o ilegitima la actuación. 

Así las cosas, a mi parecer, no era necesario recabar en la existencia de un riesgo excepcional, por parte de la Nación-Ministerio de Defensa- Policía Nacional para, en este caso, reconocer la existencia de responsabilidad, por cuanto, en los términos señalados, la destrucción del inmueble configura un daño que ni los propietarios ni los arrendatarios del inmueble estaban en la obligación de soportar; razón suficiente para tener por acreditado su derecho a la reparación.

En lo anteriores términos dejo expuesta mi aclaración de voto a la decisión adoptada por la Sala en el asunto de la referencia.

Fecha ut supra.
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� La pretensión mayor, fue estimada en $119.703.000, monto que supera la cuantía necesaria para que un proceso iniciado en 2000 fuera de doble instancia ($26 390 000). Se aplica en este punto el numeral 10º del artículo 2 del Decreto 597 de 1988 “por el cual se suprime el recurso extraordinario de anulación, se amplía el de apelación y se dictan otras disposiciones”, que modifica el artículo 132 del Código Contencioso Administrativo. 


� f. 16-31 c.2.


� Consejo de Estado, S.C.A., Sección Tercera, Sala Plena, sentencia de 19 de abril de 2012, exp. 21515, C.P. Hernán Andrade Rincón, reiterada en la sentencia de 23 de agosto de 2012, exp. 23219, C.P. Hernán Andrade Rincón. 


� Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, sentencias del 22 de junio de 2011, C.P. Ruth Stella Correa Palacio, radicación n.° 20150; del 20 de mayo de 2004, C.P. Ramiro Saavedra Becerra, radicación n.° 14405; del 24 de abril de 1991, C.P. Policarpo Castillo Dávila, radicación n.° 6110; Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, sentencia del 29 de octubre de 2012, C.P. Danilo Rojas Betancourth, radicación n.° 18.472; Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, sentencia del 30 de enero de 2013, C.P. Danilo Rojas Betancourth, radicación n.° 22.325; Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, sentencia del 26 de julio de 2012, C.P. Stella Conto Díaz del Castillo, radicación n.° 23.892. Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, sentencia del 14 de julio de 2004, C.P. Alier Eduardo Hernández Enríquez, radicación n.° 14.592 y sentencia del 18 de octubre de 2000 C.P. Alier Eduardo Hernández Enríquez, radicación n.° 11.834.


� Artículo 217 de la Constitución Política. 


� En las sentencias de 6 de octubre de 2005, exp. AG-00948, C.P. Ruth Stella Correa; de 4 de diciembre de 2006, exp. 15.571, C.P. Mauricio Fajardo; y de 5 de diciembre de 2006, exp. 28.459, C.P. Ruth Stella Correa, la Sección Tercera del Consejo de Estado declaró la responsabilidad extracontractual del Estado por los daños causados a los habitantes de distintos municipios del país durante enfrentamientos armados entre la guerrilla y las fuerzas armadas, suscitados en respuesta al ataque de los insurgentes contra cuarteles militares o estaciones de policía. De otra parte, en la sentencia de 28 de junio de 2006, exp. 16.630, C.P. Ruth Stella Correa, el Estado fue condenado a reparar los daños causados por la explosión de un artefacto dirigido contra el Comando de Policía de Bello (Antioquia), sin que se hubiera generado un enfrentamiento armado entre las fuerzas del orden y los responsables del ataque.  Idéntica decisión se adoptó por el Consejo de Estado mediante la sentencia del 19 de abril de 2001, exp. 12.178, C.P. María Helena Giraldo, al resolver la acción de reparación directa por las víctimas de una bomba activada por la guerrilla de las FARC en una estación de gasolina en momentos en que los vehículos de la policía realizaban el tanqueo diario.


� Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia de 10 de agosto de 2000, exp. 11.585, C.P. Alier Eduardo Hernández.


� Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, sentencia del 28 de junio de 2006, C.P. Ruth Stella Correa Palacio, radicación n.° 16630.


� Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, sentencia del 19 de julio de 2008, C.P. Mauricio Fajardo Gómez, radicación n.° 16344, entre otras.


� Ibídem.


� Sentencias de 31 de enero de 2006, caso de la masacre de Pueblo Bello vs. Colombia, párr. 123 a 141; y de 1º de julio de 2006, caso de las masacres de Ituango vs. Colombia, párr. 126 a 138. En similar sentido, el Consejo de Estado ha considerado que hay lugar a declarar la responsabilidad patrimonial del Estado por la inobservancia del deber positivo de protección que le es exigible con mayor rigor en situaciones de conflicto armado, y que demanda la aplicación de medidas de precaución (anticipación del riesgo) y de prevención para proteger y preservar los derechos fundamentales no sólo de las personas civiles, sino también de quienes participan en las hostilidades. 


� Certificado de tradición y libertad de matricula inmobiliaria expedido por la Oficina De Registro de Instrumentos Públicos de Arauca, el 29 de enero de 2001. F, 36, 2.


� [66] DEVIS ECHANDÍA, Hernando, Compendio de Derecho Procesal, Tomo II, Pruebas Judiciales, Editorial ABC, 1984, págs. 339 y ss.


� [67] DEVIS ECHANDÍA, Hernando, Ob. Cit. Págs. 346 a 350 y ss.


� [68] PARRA QUIJANO, Jairo, Manual de Derecho Probatorio, Librería Ediciones del Profesional Ltda., 2004, Pág. 649.  


� Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia de 16 de abril de 2007, rad. 25000-23-25-000-2002-00025-02(AG), C.P. Ruth Stella Correa Palacio


� En sentencia de 4 de junio de 2012, exp. 22.772, C.P. Danilo Rojas Betancourth. Se dijo: “No obstante, con la información aportada al proceso resulta imposible establecer el tiempo durante el cual el negocio permaneció improductivo. Por ello, para establecer el periodo por el cual se reconocerá la indemnización, se dará aplicación al criterio sostenido en anteriores oportunidades (Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia del 31 de agosto de 2006, exp. 19.432, C.P. Ruth Stella Correa; sentencia del 25 de febrero de 1999, exp. 14.655, C.P.  Ricardo Hoyos Duque.). Con apoyo de la doctrina, según la cual la liquidación en este tipo de eventos deber abarcar un término definido y razonable, puesto que “es imposible aceptar su prolongación hasta el infinito” (Juan Carlos Henao. El daño. Universidad Externado de Colombia. Bogotá, 2007, p. 155).


� En sentencias de 25 de febrero de 1999, exp. 14.655 y de 12 de septiembre de 2002, exp. 13.395, M.P. Ricardo Hoyos Duque, dijo la Sala que el término prudencial que tendría el afectado para recomponer la actividad económica que desarrollaba con el bien destruido sería de seis meses, con fundamento en el siguiente criterio: “En relación con el daño sufrido por la pérdida o deterioro de las cosas materiales, se considera que la víctima debe desarrollar una actividad tendente a limitar en el tiempo dicho perjuicio. Cuando no se conoce con certeza su duración, ese límite debe ser apreciado y determinado en cada caso concreto por el fallador, ya que la lógica del juez colombiano en este aspecto es la de impedir que la víctima se quede impasible ante su daño. Se parte, pues, de un principio sano en el sentido de que no se avala la tragedia eterna y, por el contrario, se advierte a la víctima que su deber es reaccionar frente al hecho dañino y sobreponerse. (…) Llegar, en efecto, a la posibilidad de que las consecuencias de la situación dañina se extiendan indefinidamente sería patrocinar la lógica de la desesperanza, de la tragedia eterna y de un aprovechamiento indebido” (Juan Carlos Henao Pérez. El Daño. Santafé de Bogotá, Universidad Externado de Colombia, 1998. págs. 156-157). En este mismo sentido, sentencia de 11 de mayo de 2006, exp. 14.694. M:P. Ramiro Saavedra Becerra.


� Renato Scognamiglio. El daño moral. Contribución a la teoría del daño extracontractual. traducción de Fernando Hinestrosa, Bogotá, Edit. Antares, 1962. pág. 46.


� Sentencia del 24 de septiembre de 1987, exp. 4039. C.P. Jorge Valencia Arango.


� Sentencia de 13 de mayo de 2004, exp. AG-520012331000200200226-01. C.P. Ricardo Hoyos Duque. Posición reiterada en sentencia de 21 de marzo de 2012, M.P. Ruth Stella Correa Palacio, exp. 24250, entre otras providencias relacionadas con los hechos de los atentados del municipio de Cravo Norte (Arauca).





�“El leitmotiv del régimen romano de reparación de los daños no es la culpa, sino la defensa de una justa repartición de los bienes entre las familias, de un justo equilibrio (suum cuique tribuere –aequitas). Formula de la que, hoy en día, muchos afirman que es vacía y tautológica. Cuando sucede una ruptura en dicho equilibrio, un perjuicio contrario al derecho y la justicia (damnum iniuria datum), entra en juego la justicia llamada “correctiva”, cuya función es la de reducir el desequilibrio Cfr. Michel Villey, Esquisse historique sur le mot responsable, en Archives de Philosophie du Droit, París, t. 22, 1977, pág. 49. Aquí se cita en la versión de la traducción de Leonardo Itzik y Pablo Peusner. 





